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JUICIO POLÍTICO Y CONFLICTO SOCIAL

Agustín PéREZ CARRILLO*

SUMARIO: 1 . Introducción; 2. Juicio político; 3. Un ejemplo de juicio político.

1. INTRODUCCIóN

T rataré de indicar varias ideas, de acuerdo con alguna interpreta-
ción, sobre el tema Ejercicio del poder público y ética pública
que se presentó para orientar las diversas participaciones en esta

actividad académica. Mi contribución versará, por una parte, sobre el
juicio político como una virtud intelectual y el objeto de atención será
el ejercicio del poder público para la formulación de tales juicios; por
otra parte considerará la situación de conflicto social prevaleciente en la
nación mexicana y en cuyo origen aparecen comportamientos de servi-
dores públicos.

2. JUICIO POLíTICO

Primeramente quiero señalar la importancia de usar la palabra virtud
intelectual en el sentido que la caracteriza Ernesto Sosa como “ una cua-
lidad, habilidad, que tiende a ayudamos a maximizar nuestro superávit
de verdad sobre error” .' El autor extiende esta idea, por ejemplo, a la
generalidad, a la coherencia y al poder explicativo.

Ya Aristóteles explica en el Libro vi de su Etica Nicomaquea cinco
virtudes intelectuales; para una mejor comprensión indicaré la termino-
logía estándar en griego, español e inglés para referirse a ellas: techne,

arte y art; episteme, ciencia y scientific knowledge; phronesis, pruden-
cia y practical wisdom; sophia, sabiduría y philosophical wisdom y, por
último, nous, intuición e intuitive reason.

* Profesor de! Departamento de Derecho de la Universidad Autónoma Metropolitana.
1 SOSA, Ernesto, Conocimiento y virtud intelectual, UNAM-Fondo de Cultura Económica, México, 1992.

pp . 285 y 310.
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En una síntesis del pensamiento de Aristóteles se destacan las siguien-
tes caracterizaciones respecto de cada una de las virtudes intelectuales:
la ciencia conoce lp que no puede ser de otra manera; lo que es objeto
de la ciencia existe por necesidad y es universal; puede ser enseñado.
Tanto la inducción que llega a lo universal y la deducción que parte de
lo universal son métodos utilizados en ejercicio de esta virtud i
tual. La ciencia, afirma, es un estado mental demostrativo.

El arte pertenece al dominio del hacer más razón; es el hábito pro-
ductivo acompañado de razón verdadera; procura por medios técnicos y
consideraciones teóricas la producción de cosas; no se trata de algo
necesario ni universal; podría no existir o no llegar a existir.

La prudencia pertenece al dominio del obrar más razón; es un hábito
práctico acompañado de razón verdadera. Es de las cosas variables y
cambiantes; tiende a la acción. Es central la deliberación para su aplica-
ción o tomas de decisión.

La razón intuitiva capta los primeros principios que son la base del
conocimiento científico o de la ciencia; ni la ciencia, ni el arte ni la pru-
dencia pueden captarlos por diferentes razones en cada caso. La sabidu-
ría tampoco tiene por objeto los primeros principios, pues tendría que
demostrarlos; entonces, es la razón intuitiva la que los capta.

La sabiduría es la más rigurosa de las formas del conocimiento; no
sólo tiene que conocer lo que sigue de los primeros principios, sino
poseer la verdad acerca de esos primeros principios; así, es intuición y
ciencia. Se trata de “ cosas superiores y maravillosas, arduas y divinas” .2

La estrategia de partir de estas ideas de Aristóteles consiste en resal-
tar la virtud intelectual de la prudencia en un pensamiento clásico y que
ha sido tratado por diferentes pensadores con alguna influencia en la
explicación y comprensión del juicio político, en la dirección expuesta a
continuación.

El juicio político se relaciona con la facultad de juzgar situaciones,
acciones, decisiones y personas encargadas de la cosa pública, cuestio-
nes estatales. Todos tenemos esta facultad y la primera manifestación se
produce inmediatamente ante los acontecimientos de la clase menciona-
da. De acuerdo con Peter J. Steinber existe una primera percepción,
intuición (“ insight” ), respecto del suceso o persona sobre la que inquiri-
mos o se nos inquiere; tenemos sobre ellos una apreciación primera.3

intelec-

2 ARISTóTELES, Ethica nicomaquea, tr. Antonio Gómez Robledo, UNAM, 1961.
3 STEINBERGER, Peter, J., The concept of Political Judgement, Chicago-Londres, The University of

Chicago Press, 1993, pp. 227 y 284. Es importante señalar el programa de investigación que se motiva a par-
tir de la Crítica de la razón pura y a la Crítica de la razón práctica con sus objetivos sobre los juicios deter-
minantes y los imperativos morales, respectivamente se abre la posibilidad de juicios reflexionantes y su
importancia en las cuestiones relacionadas con la cosa pública. Crítica del juicio, tr. José Rovira Armengol,
Editorial Losada, S. A., Buenos Aires, 1961.
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Esta primera apreciación se tiene por la presencia de paradigmas, teo-
rías o marcos conceptuales de referencia que poseemos en virtud de
nuestras biografías, nuestras historias personales, nuestras formaciones
y es espontánea en algún sentido. Quizá sea importante estratégicamen-
te “ obedecer” estos primeros impulsos intelectuales y continuar en el
desarrollo intelectual para cercioramos del temple de esas primeras
apreciaciones.

El objeto de atención para la práctica de nuestra facultad de juzgar es
el ejercicio del poder público de nuestro país a través de algunos casos
concretos. Me referiré al poder público en función del ejercicio de las
competencias de las autoridades estatales y también de las expresiones
orales o escritas de las mismas en su carácter de funcionarios públicos.
Sobre ellos podemos preguntar si quienes ejercen el poder han actuado
prudentemente, con sabiduría práctica, si han sabido juzgar apropiada-
mente, sea en las decisiones o en las acciones.

Para complementar las ideas anteriores me referiré a una tesis de
Isaiah Berlin referida al juicio político de los estadistas. Formula varias
preguntas y una afirmación, las cuales transcribo:

¿Qué es tener buen juicio en política? ¿Qué es tener sabiduría políti-
ca, estar dotado para la política, ser un genio político, o acaso ser nada
más políticamente competente, saber como lograr que se hagan las
cosas? Tal vez un modo de buscar la respuesta sea considerar lo que
estamos diciendo al denunciar o compadecer a los estadistas por carecer
de estas cualidades.4

En otra parte de su desarrollo sostiene:
¿Cómo hemos de llamar esta clase de capacidad? Sabiduría práctica,

razón práctica, tal vez, un sentido de lo que “ funcionará” y lo que no. Es,
en primer lugar, una capacidad de síntesis y no de análisis, de conoci-
miento en el sentido en que los domadores conocen a sus animales, los
padres a sus hijos o los directores sus orquestas, en oposición a como los
químicos conocen las sustancias de sus tubos de ensayo, o los matemá-
ticos las reglas a las cuales obedecen sus símbolos. Quienes carecen de
esto, por muchas otras cualidades que posean, sin importar cuán listos,
leídos, imaginativos, bondadosos, nobles, atractivos, dotados de otros
modos puedan ser, son considerados, correctamente, como políticamen-
te inepto.5

El juicio político lo tenemos todos los humanos y por ello lo tienen
quienes ejercen el poder; por el ejercicio del poder se les juzga. Un jui-
cio político generalizado es sobre el valor o prestigio de las instituciones
públicas nacionales.

4 BERLíN, Isaiah, “ Sobre el juicio pol ítico” , tr. Juan Almela, en 1 ueita, Revista mensual, Año xx, noviem-
bre de 1996, número 240, México, p. 10.

5 BERLíN, Isaiah, op. cit. p. 13



AGUSTÍN PÉREZ CARRILLO100

Existen, sostuve anteriormente, una serie de actos sujetos a juicio.
En la serie de preguntas que formularé a continuación subyacen un
conjunto de acciones o decisiones de autoridades estatales y por ende
de funcionarios públicos. Las preguntas se dirigen al lector y son las
siguientes:

1. ¿Que juicio político merece la decisión del Dr. Ernesto Zedillo
Ponce de León de modificar la propuesta de la Comisión de Concordia
y Pacificación (COCOPA) que recogía los Acuerdos de San Andrés
Larráinzar y de, en consecuencia, no iniciar el procedimiento de refor-
ma para incorporarlos a la Constitución?6

2. ¿Qué juicio merece la reforma constitucional que permite la inter-
vención de las comunicaciones privadas?

3. ¿Qué juicio merece la reforma constitucional que flexibiliza los
requisitos para emitir órdenes de aprehensión y autos de formal prisión?

4. ¿Qué juicio merece las reformas constitucionales que a través de
artículos transitorios — actos de gobierno— jubila a ministros de la
Suprema Corte de Justicia, impide a consejeros ciudadanos continuar en
el Instituto Federal Electoral, concluye nombramientos como el de inte-
grantes del Consejo de la Judicatura Federal o como el caso de concluir
anticipadamente el mandato de la Presidenta de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos?

5. ¿Qué juicio político merecen las declaraciones del Dr. Soberanes— designado con posterioridad Presidente de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos— en el sentido de que no procedía juicio de ampa-
ro en contra de la reforma constitucional que propiciaba la conclusión
del cargo de la Presidenta de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos?

6. ¿Qué juicio merece la creación de la Policía Federal Preventiva con
facultades de persecución delictiva, revisiones carreteras y la incorpora-
ción inmediata de cinco mil miembros del Ejército Nacional Mexicano
a dicho cuerpo policiaco?

7. ¿Qué juicio político merece la intervención de la Policía Federal
Preventiva en las instalaciones de ciudad universitaria y las consecuen-
cias de dicha intervención?

8. ¿Qué juicio político merece la decisión de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación según la cual es legal la práctica del “ anatocismo” ?

9. ¿Qué juicio político tuvo el Dr. Zedillo sobre el conjunto de
Acuerdos de San Andrés Larráinzar firmados por el Comisionado para
la Paz y otros de sus representantes y los representantes del EZLN, todos
ellos debidamente acreditados?

6 Consultar Crónica Legislativa, Órgano de información de la ivt Legislatura. H. Cámara de Diputados.
Poder Legislativo Federal. Año v/ Nueva Época/ febrero-marzo, 1996.
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10. ¿Qué juicio político merece la muerte del Oficial Mayor de la
Procuraduría General de la República y la desaparición del Director
General de Bienes Asegurados?

11. ¿Que juicio político merece la situación entre la Comisión de
Derechos Humanos del Distrito Federal, la Procuraduría General de
Justicia del Distrito Federal y la Jefa de Gobierno del Distrito Federal?

12. ¿Qué juicio político tuvo el Dr. Zedillo sobre el movimiento estu-
diantil en la Universidad Nacional Autónoma de México, que duró del
mes de abril de 1999 al mes de abril del 2000?

13. ¿Qué juicio político tuvo el Rector Barnés de Castro respecto de
las peticiones de varios alumnos antes y al inicio de la suspensión de
labores decidida y ejecutada por estudiantes, en particular cuando sostu-
vo que estaba preparado para una huelga de larga duración?

14. ¿Qué juicio político tiene el actual Rector Ramón de la Fuente
sobre la situación imperante en la propia UNAM?

15. ¿Qué juicio político tuvo José Saramago respecto de las declara-
ciones del Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León en el sentido de que el
FZLN sería un incidente en la historia de México?

16. ¿Que juicio político nos produce las señaladas expresiones del Dr.
Zedillo?

17. ¿Qué juicio político produjo en cada uno de nosotros la creación
del Registro Nacional de Vehículos y las consecuencias de distintos
tipos que le son atribuidas?

18. ¿Qué juicio político produjo en cada uno de nosotros el compor-
tamiento público de Vicente Fox Quezada el lo de diciembre del 2000?

Quienes recibimos la información de las decisiones, acciones y situa-
ciones relacionadas en las preguntas anteriores, tuvimos una percepción,
una intuición; quizá se pueda expresar mejor la idea si se afirma, tuvi-
mos un prejuicio, una preconcepción, un juicio preliminar como sosten-
dría Hannah Arendt, respecto de tales decisiones, acciones y situaciones
concernientes al ejercicio del poder público. (Utilizaré indistintamente
las palabras intuición o percepción). Cualquiera que haya sido la intui-
ción producida fue el reflejo de nuestra biografía, de nuestra historia en
el universo de discurso de las virtudes intelectuales referida a la sabiduría
práctica.

Lo que en principio no podemos sostener es el enunciado de que no
tuvimos juicio acerca de esos acontecimientos; quizá no queramos decir-
lo o no queramos comprometernos, mas si conocemos las situaciones
relacionadas con funcionarios públicos es normal el surgimiento de un
juicio sobre ellos. La facultad de juzgar se origina ante la presencia de

7 ARENDT, Hannah, “ Comprensión y pol ítica" en De la historia a la acción, Tr. Fina Birulés, Ediciones
Paidos Ibérica, S. A ., Barcelona, 1995, p. 29.
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acontecimientos relativos a nuestras formas de vida política. Sólo en
ciertas condiciones personales patológicas está ausente la facultad de
juzgar ante la incapacidad de comprender el sentido de los actos huma-
nos y, en especial, los de carácter político; incapacidad de estar intelec-
tualmente en esos mundos.

Al respecto, de acuerdo con Ronald Biener, en el surgimiento de los
juicios políticos juegan un papel decisivo los roles de actor y espectador
que todos representamos. En efecto, todos somos actores y espectadores;
tenemos un acercamiento a las situaciones de tal manera que nos invo-
lucra, pero guardamos cierta distancia para advertir la problemática con
una buena óptica. Se es actor y espectador; negar una de las funciones
es negar la posibilidad de un buen juicio político, es actuar en forma
imprudente, es no saber ejercitar esa virtud intelectual de la sabiduría
práctica. El espectador se orienta por el principio de la dignidad y el
actor por el de la sabiduría; un buen juicio político refleja el equilibrio
entre las dos funciones.®

Si el Dr. Zedillo afirmó que el problema de la UNAM era de la pro-
pia Universidad y que a ella le correspondía resolverlo, se ubicó como
espectador y no asumió el papel de actor; se puede sostener que sus
juicios políticos, al menos en muchas situaciones, fueron impruden-
tes, carentes de sabiduría práctica y que lesionó la dignidad de
muchas personas.

Una vez producido el primer paso consistente en la intuición de una
situación política, el siguiente es justificar inferencialmente nuestra
intuición; es decir, se requiere indicar, post festum, la serie de razones a
través de argumentos que fundamenten nuestras percepciones.9

La facultad de juzgar es genérica o sea en relación con cualquier
acción con sentido; es condición necesaria poseer un juicio humanita-
rio para emitir un juicio político. Quien no lo tenga padece de ceguera
política.10

Afirma Beiner que lá importancia del juicio político se hace patente
cuando contamos con ejemplares en la historia de la humanidad en rela-
ción con los cuales, sin lugar a dudas, son o fueron personajes que ejer-
cieron esa virtud intelectual. Entre ejemplares de buen juicio político
alude a Albert Camus, George Orwell11 y con base en esa pequeña lista
me atrevo a mencionar a Henry David Thoreau, Mahatma Gandhi,
Martin Luther King, Nelson Mandela. En la nación mexicana ¿quién o

8 BIENER, Ronald, El juicio politico, tr. Juan José Utrilla, Fondo de Cultura Económica, S. A. de C.V.,
México, 1987, pp. 183-184.

9 STEINBERGER, Peter, J., op. cit., principalmente el Capítulo Cinco “Toward a Theory of Judgment in
Politics” .

10 BEINER, Ronald, op. cit.t pp. 260 y 261. tales afirmaciones las produce en relación con el pensamien-
to de Hannah Arendt expuesto en Eichman en Jerusalén.

:i BerNER, Ronald, op. cit.,p. 269.
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quiénes podrían ser señalados como ejemplares en juicios políticos?
Podría señalar a Lorenzo Meyer, Enrique Semo, Carlos Fuentes, Luis
Villoro, Fernando Salmerón Roiz.

Referencias posibles y sensatas para la justificación de nuestros jui-
cios políticos es la teoría de la justicia que sostengamos o la tradición de
investigación en la que nos encontremos ubicados.

3 . UN EJEMPLO DE JUICIO POLíTICO

Voy a referirme a la pregunta formulada con anterioridad relativa a la
decisión del Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León de modificar la pro-
puesta de la COCOPA que recogía los Acuerdos de San Andrés Larráinzar
y de, en consecuencia, no iniciar el procedimiento de reforma para incor-
porarlos a la Constitución.

Mi intuición fue que no honraba la palabra comprometida, que enga-
ñaba a sus interlocutores, a las instancias previstas en la Ley para el
Diálogo, la Conciliación, y la Paz Digna en Chiapas, como eran la COCOPA,
la Comisión de Seguimiento y Evaluación (COSEVA) y la Comisión
Nacional de Intermediación (CONAI), así como a la población en general.12

Voy a referirme a una parte de este momento histórico para ilustrar las
formas de comportamiento de quienes estaban comprometidos en la
negociación y pacto en San Andrés Larráinzar.

I. En febrero de 1996 fueron firmados los Acuerdos de San Andrés
Larráinzar por los representantes del gobierno federal y los del Ejército
Zapatista de Liberación Nacional, con la participación de la COCOPA y la
CONAI y el propósito era incorporarlos a la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Los acuerdos versaban sobre cultura y dere-
chos de los pueblos indios y eran válidos según las reglas del juego pac-
tadas y la Ley para la Conciliación, el Diálogo y la Paz Digna en
Chiapas.'3

II. Conforme a los Acuerdos de San Andrés Larráinzar la COCOPA
redactó una propuesta y la presentó a ambas partes; el EZLN la aceptó,
pero el Dr. Zedillo Ponce de León solicitó tiempo para consultar a espe-
cialistas en Derecho constitucional. Una vez practicada la consulta el Dr.
Zedillo presentó modificaciones sustanciales a los Acuerdos de San
Andrés Larráinzar y el EZLN consideró que las modificaciones propues-
tas eran prácticamente una burla.

t; Cfr. PEREZ CARRILLO, Agustín, EZLN VS. EZPL en El Financiero, 17 de diciembre de 1996 y ¿QUE

DEL DISCURSO DEL DR ZEDILLO SOBRE LAS COMUNIDADES IND í GENAS?. El Financiero, 29 de enero de

11 Consultar Crónica Legislativa, Órgano de Información de la ¡s Legislatura. H. Cámara de Diputados.
Poder Legislativo Federal. Año v / Nueva Época / febrero-marzo, 1996.

ESPERAR
1997.
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111. Explicaré un solo caso que puede servir de modelo en la reacción 
del Dr. Zedillo: En los Acuerdos de San Andrés Larráinzar aparece la 
siguiente propuesta conjunta en relación con autodeterminación y auto- 
nomía de los pueblos indígenas: Acceder de manera colectiva al uso y 
disf i te  de los recursos naturales, salvo aquellos cuyo dominio directo 
corresponde a la nación. 

La COCOPA considerando el concepto de territorio asumido por las par- 
tes en las siguientes expresiones: 

Todo pueblo indígena se asienta en un territorio que cubre la totalidad 
del hábitat que los pueblos indigenas ocupan o utilizan de alguna mane- 
ra. El territorio es la base material de reproducción como pueblo y 
expresa la unidad indisoluble hombre-tierra-naturaleza, propuso: 

Acceder de manera colectiva al uso y disfmte de los recursos natura- 
les de sus tierras y territorios, entendiéndose éstos como la totalidad del 
hábitat que los pueblos indígenas usan u ocupan, salvo aquellos cuyo 
dominio directo corresponde a la Nación. 

El Dr. Zedillo presenta la siguiente modificación: 
Acceder al uso y disfrute de sus tierras, respetando las formas, moda- 

lidades y limitaciones establecidas para la propiedad por esta 
Constitución y las leyes. 

Se advierte que la propuesta del Dr. Zedillo *rientada por profesio- 
nales de la legalidad que le dijeron lo que quería oír, que opinaron al 
poder desde la obediencia-, no otorga ningún derecho y sigue la mani- 
da táctica de "dar con la mano izquierda un derecho" y "quitarlo con la 
mano derecha" por medio de la remisión a leyes secundarias. 

El Comité Clandestino Revolucionario, entre diferentes afirmaciones 
y argumentos, indicó: 

El documento del Dr. Zedillo representa un "no" rotundo a la pro- 
puesta de la COCOPA, desconoce los acuerdos de San Andrés firmados 
por su delegación en febrero de 1996, pretende renegociar de nuevo toda 
la mesa 1 de "Derechos y Cultura Indígena" y ratifica la falta de serie- 
dad y la irresponsabilidad del gobierno federal en la solución pacífica de 
las justas demandas del EZLN y determina: 

Que rechaza totalmente la propuesta gubernamental de reformas 
constitucionales por significar un incumplimiento de los acuerdos de San 
Andrés, por ser una burla a la demanda nacional e internacional de una 
paz justa y digna, y por no satisfacer los reclamos indígenas de una 
nueva relación con la nación mexicana. (Las letras resaltadas son 
mías).I4 

Mi intuición acerca del incumplimiento de la palabra comprometida 
por parte del Dr. Zedillo la justifico post festum con referencia a los 

"Consultar el diario Lo Jornodo del 17 de enero de 1997. 
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paradigmas, racionalidades o conceptos -teorías sobre la justicia o tra- 
diciones de investigación filosófico-políticas- que aplico al caso en 
cuestión, en los siguientes términos: 

3.1 Según la teoria del discurso racional cuando se han fijado las 
reglas de negociación para dialogar, debatir y firmar acuerdos, se asume 
el propósito de buscar convencimientos racionales en la solución de pro- 
blemas o compromisos en los cuales las partes ceden en sus pretensio- 
nes. Si se obtuvieron los acuerdos como fue el caso en San Andrés 
Larráinzar y por decisión del Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León, no se 
inició el proceso de reforma y adición constitucional, es un caso obvio 
de inobservancia de las reglas elementales del discurso racional. De con- 
formidad a la teoria del discurso racional los participantes en el diálogo 
tienen una serie de derechos, mas no existe el de faltar a la palabra com- 
prometida." 

3.2 Otro argumento lo desarrollo en función de la magnitud del pro- 
blema consistente en la insatisfacción de necesidades humanas funda- 
mentales de una gran parte de la población del Estado de Chiapas, en 
particular de las comunidades indigenas; en efecto, debemos recordar 
que las reclamaciones tenían por objeto la obtención de los siguientes 
satisfactores: trabajo, tierra, techo, alimentación, salud, educación, inde- 
pendencia, libertad, democracia, justicia y paz. No se planteó una 
disputa ordinaria en las sociedades bien ordenadas, sino de una irregu- 
laridad grave que ponía y pone en riesgo la subsistencia o la lesión de 
parte de la humanidad; no se trataba de intereses sujetos a negociación, 
sino de valores y necesidades humanas fundamentales, por supuesto no 
negociables. 

El Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León no comprendió las reclamacio- 
nes de los pueblos indigenas ni la decisión que tomaron de declarar la 
guerra al gobierno mexicano y de iniciar el movimiento armado en el 
cual se exponían al exterminio, dadas las diferentes capacidades milita- 
res de ambas partes. Esta falta de comprensión le impidió tratar los pro- 
blemas en forma integral y redujo su mirada a la posibilidad de estable- 
cer medidas unilaterales y coactivas, como la guerra de baja intensidad, 
o medidas paternalistas, como las de asistencia y entrega de despensas. 

Con este tipo de decisiones y actos se prueba la falta de comprensión de 
las reclamaciones que reflejan los orígenes de la situación problemática 
generalizada, lo cual parecía si había llegado a comprender cuando se 
construyó bilateralmente todo el escenario para la obtención de acuerdos. 

Además, la falta de comprensión se extiende más allá de tratar de 
satisfacer las reclamaciones antes enunciadas, pues tampoco llegó a 

" HABERMAS, Illrgen, Cfi. "El concepto de verdad en Teorio de lo occi6n comunrcanvo. Complemenlos 
y esludiosprevios. 
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comprender las formas de vida diferentes a aquellas en las cuales el se 
desenvuelve, y más bien las formas de vida de las comunidades indíge- 
nas fueron consideradas como un obstáculo para el desarrollo arrasador 
de los principios del liberalismo económico. 

La falta de comprensión impide tener un buen juicio sobre los proble- 
mas tratados o no tenerlo en absoluto; ambas conclusiones son graves. 
La primera lo presenta como una persona que no es digna de confian- 
za, porque comprometido en las negociaciones no cumple los acuerdos 
firmados por sus representantes. La segunda es más grave por la incapa- 
cidad intelectual de no discriminar entre asumir un compromiso o 
incumplirlo. 

3.3 La Historia de México y en especial de las comunidades indíge- 
nas de Chiapas es ignorada cuando se acepta expresamente la exigencia 
de atender y resolver los problemas planteados y se retrocede cuando ya 
existen avances estimables. Los estudios elaborados sobre las etnias en 
el estado de Chispas han demostrado la urgencia de atender las necesi- 
dades fundamentales de gran parte de aquella población mexicana, así 
como hecho palpable la indiferencia de autoridades estatales y de los 
grupos minoritarios que poseen grandes riquezas. Siempre se han seña- 
lado la pobreza, la enfermedad, la marginación, la sumisión por endeu- 
damientos, la falta de administración de justicia, la falta de educación, 
como constantes en las comunidades indígenas.I6 

Reincidir en la actitud de mantener tales situaciones inhumanas una vez 
creada la expectativa de obtener acuerdos vara la paz social -satisfacción 
de las necesidades humanas fundamentales- constituye una agravante 
de desprecio a las comunidades indígenas v al pueblo mexicano. 

e A 

3.4 Desde la teoría de los derechos humanos no es admisible faltar a 
la palabra comprometida; se considera como derecho fundamental el 
diálogo y el propósito de llegar a acuerdos en situaciones dificiles. 
Cuando una autoridad estatal en el escenario apropiado para lograr tales 
objetivos deja al otro sin posibilidad de hablar, ha practicado una de las 
formas del "cállate" y ha dejado a su interlocutor en el total abandono; 
en la abyección, se lee en Franqois Lyotard. Según este autor la interlo- 
cución es el derecho humano más importante en virtud de que permite la 
interacción entre las personas. 

Uno de los momentos centrales del articulo citado es el siguiente: 
Si cualquier ser humano puede ser interlocutor de otros seres huma- 

nos, él debe ser capaz, es decir, debe ser habilitado o autorizado para 

'' C/r. GONZALEZ CASANOVA, Pablo, "Causas de la rebelión en Chiapas" en Lo Jornada 5 de septiembre 
de 1995. Asimismo, DoRomINs~i, Deborah, " Investigación sobre costumbre legal indígena en los Altos de 
Chiapas (1940-1970)" en Entre lo ley y la costumbre. El derecho comludinario indígena en Am6rica 
Lolino, comp. Rodolfo Stavehagen y Diego Itunalde, Instituto lndigenista Interamericano e Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos, Mkxico, 1990. 
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hacerlo. Sabemos, empero, que la capacidad no produce legitimidad. 
Pero resulta tentador fusionar las dos categorias en el caso de la interlo- 
cución, porque la capacidad de entrar en diálogo con otros es poseída 
igualmente por cada uno y porque la interlocución misma implica reci- 
procidad discursiva. La reciprocidad respeta no sólo la alteridad de la 
interlocución sino la paridad de los interlocutores. Así, garantiza su res- 
pectiva libertad y su igualdad antes de la pakibra. Estas son las caracte- 
rísticas de la justicia misma.'' 

De estas premisas se derivan una serie de prohibiciones, por ejemplo, 
la pena de muerte, la expulsión del territorio. los campos de concentra- 
'ción, la tortura, la marginación y el incumplimiento de la palabra com- 
prometida.'' 

3.5 En los sistemas democráticos se encuentran implicados la nego- 
ciación y pacto como procesos de resolución de problemas y el derecho 
como instrumento de interacción humana los privilegia en amplia medi- 
da (la conciliación en cuestiones laborales y civiles es usual, lo mismo 
en derecho internacional). Esos procesos constituyen formas de partici- 
pación de las personas comprometidas en las situaciones que requieren 
ser resueltas. Se trata de espacios en los cuales se tiene derecho a expre- 
sar las razones y los argumentos para convencer o persuadir de cuales 
son las mejores decisiones; cerrar esos espacios en forma unilateral es 
atentar en contra de los principios básicos de la democracia y de los 
derechos humanos en ella implicados. 

Ahora bien, al existir un compromiso de autoridades estatales de que 
las soluciones a los problemas planteados por el EZLN surgirían en esos 
procesos y posteriormente recular, es deshonrar un compromiso. 

La forma de reconstrucción racional, post fesrum, acerca de nuestras 
intuiciones que juzgaron una situación, decisihn, acción o persona, com- 
plementan el desarrollo de la virtud intelectual del juicio político. 

Mi intuición fue que el Dr. Zedillo Ponce de León no honraba lapala- 
bra comprometida y engañaba a sus interlociitores, a las instancias pre- 
vistas en la Ley para el Diálogo, la Conciliación y la Paz Digna en 
Chiapas - ~ O C O P A ,  COSEVA y CONAI-, así como a la población en gene- 
ral, al no enviar al Congreso de la Unión la propuesta redactada por la 
COCOPA que recogía los Acuerdos de San Andrés Larráinzar firmados 
por los representantes debidamente acreditados del Gobierno Federal y 
del EZLN, respectivamente. 

Mi justificación racional post jestum la Iie presentado y tengo la 
expectativa de que sea aceptada en la comunidad de quienes se ocupan 
de juzgar las actividades políticas. 

" Luora~o. Francair, "Los derechos de los otros" en De los dert~hos humanos, comp. Stephen Shute y 
Susan Hurley, Tr. Hernando Valencia Villa, Editorial Trotta, S. A ,  Madrid, 1998, p 143 

'" Lvor~no .  Francois, op. cit. p. 40 
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4.  Sobre el conflicto social. La situación general de la nación mexica- 
na quizá se pueda enfocar de una manera diferente a las usuales y en par- 
ticular a la de una mirada eminentemente jurídica. Esta afirmación 
implica criticas a formas estereotipadas de ver los problemas sociales y 
rechazo a considerar los medios ordinarios de defensa legal como los 
más adecuados para la solución de la problemática generalizada; por 
otra parte pretende la búsqueda de soluciones diferentes para lograr la 
paz social. 

En la dirección de las afirmaciones anteriores sostengo la existencia 
de una situación de conflicto social en la nación mexicana. A este res- 
pecto John Burton caracteriza el conflicto social como una situación en 
la cual las consecuencias son destructivas de personas, propiedades y 
sistemas o tienen la posibilidad de hacerlo. Las causas que conducen a 
conflictos sociales están profundamente arraigados y perjudican la segu- 
ridad física y psicológica de las personas y el desarrollo futuro de indi- 
viduos, grupos y naciones.19 Sostiene el autor que: 

Los conflictos profundamente arraigados incluyen conflictos con 
autoridades, entre autoridades y entre personas y grupos. Comprende 
casos que surgen de demandas a individuos para que realicen ciertos 
ajustes en su conducta los cuales son inaceptables y que probablemen- 
te exceden las capacidades y tolerancias humanas. Los síntomas de los 
conflictos profundamente arraigados -y son meramente síntomas- 
incluyen secuestros, huelgas ilegales, movimientos de protesta públi- 
ca, violencia étnica, terrorismo, guerrillas y otras formas de oposición 
en distintos niveles sociales no susceptibles de ser manejados por las 
autor ida de^.^^ 

La existencia de un conflicto social queda demostrada cuando no 
están satisfechas las necesidades humanas fundamentales como la iden- 
tidad, reconocimiento, dignidad, capacidad de relaciones afectivas, per- 
tenencia a grupos como la familia, o necesidades materiales como la ali- 
mentación, salud y vivienda, y otras derivadas de las anteriormente refe- 
r i d a ~ . ~ '  Todas ellas, de acuerdo con las premisas correspondientes, con- 
ducen a la exigencia de respetar derechos humanos, como son el de edu- 
cación, la intimidad y las distintas libertades. 

Este es un punto importante para la subsistencia de las personas, en 
virtud del carácter no negociable de las necesidades humanas funda- 

'' BunmN. John. Conflict: Resolution ondPmwnlion. The Macmillan Press. Ltd.. London. 1990. o. 2 ~ . -  - 

Esia bibliograila junio con la dc Ralf I>ahrcndorf, 7he ~ o d e r n  Social Conrict ~n ES& on thp Poliricr o/ 
Libero Univcrsil) of California Press, Fkrkele)-1.0s Angclcs. 1990, fue consultada) aplicada en mi anlcs 
lo 'Modelo dc conflictos sociales sobre derrchos humanos". publncada cn Aleguros No 27, bganu de difu- 
sidn del Departamento de Derecho, División de Ciencias Sociales y Humanidades. Universidad Autónoma 
Metropolitana, Mkxico, 1994. 

B m m ~ ,  John, op. cit., p. 15 
" Bmroir, John, op nr ,  especialmente el capitulo 3. "Human Needs Theoty" 
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mentales. En tanto se encuentren insatisfechas habrá conflicto en la 
sociedad; no existe argumento alguno que comprendan quienes se 
encuentran deprivados sobre la situación de insatisfacción de necesida- 
des humanas fundamentales; para aceptar que el respeto a la dignidad 
puede esperar mejores tiempos. Quizá algunos de los otros se atrevan a 
explicar tales situaciones, mas esas actitudes reinciden en dejar de con- 
siderar a las personas como personas y agravan el conflicto social. Los 
conflictos sociales se ubican más allá de las situaciones susceptibles de 
ser regularizadas por medio del sistema de recursos legales. 

Una vez conocidos algunos sintomas de los conflictos sociales es 
necesario buscar las causas; sobre ellas se pueden tener hipótesis o hacer 
algunas descripciones. La hipótesis que puedo lanzar acerca de las cau- 
sas del conflicto social en la nación mexicana es la siguiente: 

La conupción, deshonestidad e impunidad de funcionarios públicos y 
la violación generalizada, permanente y sistematica de derechos humanos. 

Tomar en serio el conflicto social obliga a enfrentar con medidas 
constructivas el origen del mismo y simultáneamente los síntomas; 
mientras las medidas se tomen sólo desde el poder se dejarán de consi- 
derar los objetivos de las partes cuyos derechos humanos resultan vio- 
lentados. Las decisiones de combate, de enfrentamiento no coadyuvan a 
la solución de problemas sociales de la categoría mencionada. La politi- 
ca de beligerancia no es adecuada y con ella será casi imposible la solu- 
ción del conflicto social. 

Se requiere el cambio de esquemas teóricos para la comprensión y 
atención de los conflictos sociales. Una afirmación categórica de Burton 
es que mientras exista insatisfacción de necesidades humanas básicas 
habrá conflicto social. Las necesidades humanas básicas no son nego- 
ciables, simplemente requieren satisfacción. 

Síntomas como el movimiento del EZLN a partir del l o  de enero de 
1994, el de la UNAM prolongado por un año aproximadamente -abril de 
1999 a abril del 2000-, el del Barzón representando a los deudores de la 
banca, el surgimiento de otros movimientos sociales como el del EPR, el 
del ERPI, la violencia política, el aumento de la curva exponencial en la 
comisión de delitos y el surgimiento de modalidades delincuenciales 
como el crimen organizado y otros tantos, no han recibido la atención que 
merecen desde el punto de vista de la teoria de los conflictos sociales. 

He presentado dos inquietudes respecto del ejercicio del poder públi- 
co en las actuales condiciones de la nación mexicana: una acerca de la 
posibilidad de juzgar intelectualmente diversas decisiones, acciones, 
situaciones y personas en la medida en que se relacionan con la activi- 
dad política, principalmente el ejercicio del poder; la otra idea presenta- 
da es sobre el conflicto social en la nación mexicana, sus sintomas y una 
hipótesis acerca de sus causas. 
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Las concepciones expuestas sobre juicio político y conflicto social se 
relacionan con el ejercicio del poder público; el primero siempre surge 
en virtud de acontecimientos relacionados con las actividades estatales y 
el conflicto social imperante en la nación mexicana es originado por el 
ejercicio del poder público manifestado en acciones de deshonestidad, 
corrupción e impunidad y transgresión a los derechos humanos. 

No estoy seguro de haber tratado en forma concreta la parte relativa a 
la ética pública, pero las ideas expuestas tienen alguna vinculación con 
la actitud inevitable en las evaluaciones morales de aprobación o repro- 
bación. Con apoyo en las ideas expuestas se deriva la siguiente conclu- 
sión: no parece defendible justificar la corrupción, la deshonestidad y la 
impunidad o la violación a los derechos humanos, atribuidas a funcio- 
narios públicos. 
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